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 TEMA: Corresponde al ejecutado alegar y acreditar el pago total de 

la obligación. El mandamiento ejecutivo de pago, fija los límites 

para la defensa del ejecutado y para el proferimiento de la sentencia. 

Proponiéndose la excepción de pago total de la obligación, el juez 

debió analizarla frente al título valor por el cual se libró 

mandamiento de pago, teniendo en cuenta las pruebas presentadas 

por las partes y lo confesado en la demanda y las excepciones. 

REVOCA. 

 

 

Conoce la Sala en esta ocasión de la APELACIÓN interpuesta por los 

apoderados de las partes frente a la sentencia anticipada proferida por el 
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JUZGADO SÉPTIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, el 18 

de febrero de 2022, dentro del proceso EJECUTIVO SINGULAR 

instaurado por el señor BORIS DE JESÚS HENAO MOLINA, en contra 

del señor WALTER ADOLFO DE JESÚS HENAO MOLINA, la que 

procede a desatarse en los siguientes términos: 

 

 

1.0.   A N T E C E D E N T E S. 

 

 

1.1.  HECHOS Y PRETENSIONES DE LA DEMANDA. 

 

 

A través de apoderado debidamente constituido, instauró demanda el 

señor BORIS DE JESÚS HENAO MOLINA, para que se librara 

mandamiento de pago en contra del señor WALTER ADOLFO DE 

JESÚS HENAO MOLINA, por la suma de CUATROCIENTOS 

MILLONES DE PESOS ($400.000.000), como capital, más los intereses 

moratorios a la tasa máxima legal permitida, esto es, una y media veces el 

interés bancario corriente, desde el uno (1) de enero de 2020 y hasta 

cuando se verifique el pago total de la obligación. Así mismo, deprecó el 

pago de la suma de $89.753.141,14, por concepto de intereses moratorios 

calculados desde el 31 de diciembre de 2020, $24.000.000, por gastos de 

cobranza.  

 

Tal pedimento se sustenta en el hecho de que, producto de las relaciones 

crediticias entre Boris de Jesús Henao Molina y Walter Adolfo de Jesús 

Henao Molina, se adeuda a Boris de Jesús Henao Molina la suma de 
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cuatrocientos millones de pesos m/l ($400.000.000), la cual se encuentra 

soportada en el pagaré número 1. 

 

Manifestó la parte demandante que, sobre el monto descrito se calcularon 

intereses moratorios causados y no pagados al 31 de diciembre de 2020, 

los cuales suman un valor de doscientos noventa y nueve millones 

doscientos cuarenta mil setecientos cincuenta y ocho pesos con ocho 

centavos m/l ($299.240.758,8), valor sobre el cual se imputó un pago por 

doscientos nueve millones cuatrocientos ochenta y siete mil seiscientos 

diecisiete pesos con sesenta y seis centavos m/l ($209.487.617,66).  

 

Expuso que, por intereses moratorios causados y no pagados, los cuales 

fueron calculados al 31 de diciembre de 2020 el señor Walter Adolfo de 

Jesús Henao Molina adeuda a Boris de Jesús Henao Molina la suma de 

ochenta nueve millones setecientos cincuenta y tres mil ciento cuarenta y 

uno pesos con catorce centavos m/l ($89.753.141,14). 

 

Dijo que sobre la suma de cuatrocientos millones de pesos m/l 

($400.000.000), se pactó un interés de plazo del 1.25% mensual, suma 

debida desde el 25 de noviembre de 2017. 

 

Sostuvo además que, producto de las relaciones crediticias entre Boris de 

Jesús Henao Molina y Walter Adolfo de Jesús Henao Molina, se adeuda a 

Boris de Jesús Henao Molina la suma de cien millones de pesos m/l 

($100.000.000), suma debida desde el 20 de enero de 2018, soportado en 

el titulo valor pagare; más los intereses de plazo del 1.1% mensual, 

causados desde el 17 de noviembre de 2017.  
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Advirtió que los pagarés fueron soportados en garantías mobiliarias sobre 

las acciones que posee el señor WALTER ADOLFO DE JESUS HENAO 

MOLINA en la sociedad VALLAS Y AVISOS S.A.S, las cuales fueron 

ejecutadas.  

 

Resaltó que el 11 de agosto de 2020, le fueron endosadas doce mil 

(12.000) acciones avaluadas en seiscientos cuarenta y siete millones 

novecientos sesenta y un mil trescientos treinta y un pesos ($647.961.331), 

por lo que, la imputación la realizó en la forma establecida por el artículo 

1653 del C. Civil. 

 

 

1.2. MANDAMIENTO DE PAGO. 

 

 

En proveído de marzo dos de 2021, se libró mandamiento de pago por la 

suma de CUATROCIENTOS MILLONES DE PESOS ($400.000.000), 

como capital, más los intereses moratorios a la tasa máxima legal 

permitida, esto es, una y media veces el interés bancario corriente, desde 

el 21 de octubre de 2020, cuando se hizo exigible la obligación. Así 

mismo, por los intereses de plazo sobre la anterior suma, causados entre 

el uno de febrero de 2018 y el 20 de octubre de 2020, liquidados a la tasa 

del 1.25% mensual. 

 

En el mismo proveído, se denegó el mandamiento de pago por gastos de 

cobranza, se ordenó “TENER en cuenta el abono de $209.487.617,66, 

realizado 11 de agosto de 2020, según lo indicado en los hechos segundo 

y décimo primero.”. 
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En el mandamiento de pago no se hizo ninguna alusión al pagaré por CIEN 

MILLONES DE PESOS ($100.000), que fue adunado a la demanda y 

respecto del cual el ejecutante dijo haber aplicado el abono por 

$209.487.617,66, con el cual lo extinguió y abonó parcialmente intereses 

al pagaré por $400.000.000. (Archivo 07. Cuaderno Principal). 

 

 

1.3. EXCEPCIONES DEL EJECUTADO. 

 

 

Habiendo sido notificado del mandamiento de pago, en forma oportuna, 

el señor WALTER ADOLFO DE JESÚS HENAO MOLINA, ejerció su 

derecho de defensa formulando las siguientes excepciones: 

 

PAGO TOTAL DE LAS OBLIGACIONES PRETENDIDAS: Por 

cuanto la parte demandante estructuró la demanda ejecutiva, descontando 

de entrada una supuesta obligación natural existente entre el demandante 

y demandado, por la suma de CIEN MILLONES DE PESOS 

($100.000.000). Que al sumarle intereses de plazo, intereses de mora y 

supuestos gastos de cobranza, les arrojó una suma de DOSCIENTOS 

DIECINUEVE MILLONES DOSCIENTOS TREINTA Y SEIS MIL 

OCHOCIENTOS CINCUENTA Y SEIS PESOS, CON SESENTA Y 

SIETE CENTAVOS ($219.236.856.67). 

 

Dijo que la misma parte demandante reconoce que recibió en forma real y 

efectiva la transferencia mediante endoso de las doce mil (12.000) 

acciones de la sociedad “VALLAS Y AVISOS” S.A.S. Cuyo monto fue 

avaluado en la suma de SEISCIENTOS CUARENTA Y SIETE 

MILLONES NOVECIENTOS SESENTA Y UN MIL TRESCIENTOS 
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TREINTA Y UN PESOS ($647.961.331). Acciones que pertenecían al 

hoy demandado Walter Adolfo Henao Molina y que con ello se pagó más 

que suficientemente todas las obligaciones existentes entre las partes, 

especialmente la ejecutadas en este proceso. 

 

Expuso que la suma de DOSCIENTOS DIECINUEVE MILLONES 

DOSCIENTOS TREINTA Y SEIS MIL OCHOCIENTOS CINCUENTA 

Y SEIS PESOS, CON SESENTA Y SIETE CENTAVOS 

($219.236.856.67), abonado a una supuesta obligación natural, que nunca 

existió, por el contrario, se encuentra a favor de Walter Adolfo Henao 

Molina. 

 

Señaló que, realizada la liquidación del crédito de acuerdo con el 

mandamiento de pago, el saldo de la obligación era de DOSCIENTOS 

TRES MILLONES TRESCIENTOS CINCUENTA Y CINCO MIL 

SEISCIENTOS TREINTA Y DOS PESOS, CON NOVENTA Y DOS 

CENTAVOS ($203.355.632,92).  

 

Resaltó que además el demandado efectuó abonos al demandante, con 

cargo a las dos obligaciones mencionadas, consistentes en 12 

consignaciones, realizadas a partir del 25 de enero de 2018 y hasta el 19 

de julio de 2019, sin contar otras verificadas con anterioridad. Que las 

mismas fueron efectuadas en la entidad COLTEFINANCIERA (Oficina 

Oviedo de Medellín), al producto financiero o Convenio No. 718364, cuyo 

titular es el mismo demandante BORIS DE JESÚS HENAO MOLINA, la 

cuales suman CIEN MILLONES DE PESOS ($100.000.000).  

 

Concluyó que no solo no le adeuda dinero alguno al demandante Boris de 

Jesús Henao Molina, sino que, por el contrario, este le adeuda CIENTO 
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QUINCE MILLONES OCHOCIENTOS OCHENTA Y UN MIL 

DOSCIENTOS VEINTITRES PESOS, CON SETENTA Y CINCO 

CENTAVOS (115.881.223,75).  

 

ABUSO DEL DERECHO: En tanto se pretende exigir el pago de unos 

títulos valores que ya fueron descargados en su contenido y con medidas 

cautelares exageradas, invasivas y perjudiciales. Además, porque el 

demandante trató de persuadir al juzgado para que le convalidara una 

supuesta obligación natural, con intereses de plazo, mora y gastos de 

cobranza, para de esta manera dejar incólume un pagaré por cuatrocientos 

millones de pesos, hasta aumentarla en SEISCIENTOS TREINTA Y 

OCHO MILLONES CUATROCIENTOS DICIENUEVE MIL 

OCHOCIENTOS SIETE PESOS, CON TREINTA Y CUATRO 

CENTAVOS ($638.419.807,34). 

 

FALTA DE CAUSA PARA EJECUTAR: Porque el pagaré ejecutado 

por la suma de cuatrocientos millones de pesos, ya fue pagado en su 

totalidad desde el once de agoto de 2020, a través del endoso y 

transferencia de 12.000 acciones de la sociedad VALLAS Y AVISOS 

S.A.S. 

 

COBRO DE LO NO DEBIDO: Pues de acuerdo con los anteriores 

argumentos, con la presente demanda ejecutiva se pretende cobrar dineros 

que el señor Walter Adolfo Henao Molina, no le debe a Boris Henao 

Molina. Por el contrario, y según todas las cuentas el segundo adeuda al 

primero, para la fecha la suma de CIENTO QUINCE MILLONES 

OCHOCIENTOS OCHENTA Y UN MIL DOSCIENTOS VEINTITRES 

PESOS, CON SETENTA Y CINCO CENTAVOS ($115.881.223,75). 
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TEMERIDAD Y MALA FE: Toda vez que el demandante está obrando 

de manera contraria con el artículo 83 de la Constitución Política de 

Colombia, pues a pesar de conocer que con el endoso de 12.000 acciones 

por valor de SEISCIENTOS CUARENTA Y SIETE MILLONES 

NOVECIENTOS SESENTA Y UN MIL TRESCIENTOS TREINTA Y 

UN PESOS ($647.961.331), más los abonos realizados durante la relación 

contractual de mutuo de CIEN MILLONES DE PESOS ($100.000.000), 

por intermedio de doce consignaciones, se cancelaba suficientemente el 

título valor hoy ejecutado, hizo caso omiso e inició el presente proceso.  

 

FALTA DE LEALTAD PROCESAL: Ante la inadmisibilidad de 

pretender ejecutar un pagaré por la suma de cuatrocientos millones de 

pesos, más intereses de plazo, moratorios y gastos extrajudiciales de 

cobranza, conociendo las cifras que se manejaban como abonos entre 

ambos, al interior de la relación contractual de mutuo existente. 

 

Finalmente, solicitó el ejecutado se dictara sentencia anticipada, 

considerando que con la prueba documental aportada con la demanda y el 

escrito de excepciones, así como con las manifestaciones consignadas por 

el ejecutante en el libelo genitor, se encontraba acreditado el pago total de 

las dos obligaciones vertidas en los pagarés adunados en éste.  

 

Frente a tales excepciones se pronunció la parte ejecutante, aduciendo que 

el pago directo contemplado en el contrato de garantía mobiliaria que 

sirvió de prenda de las obligaciones generales pactadas con el demandado, 

esto es, el monto del valor de las acciones, fue aplicado a las obligaciones 

del deudor conforme lo dispone el artículo 1653 del Código Civil, tal y 

como fue descrito en el hecho décimo de la demanda.  
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1.4. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA. 

 

 

El a quo, mediante proveído de septiembre 24 de 2021, ordenó tener en 

cuenta todas las pruebas documentales anexadas con la demanda y el 

escrito de excepciones, negó el interrogatorio del ejecutado peticionado 

por la parte demandante, por considerar que nada aportaría al proceso y 

por último, denegó oficiar a COLTEFINANCIERA, en los términos 

deprecados por el accionado, por encontrarse acreditados los pagos con 

los recibos de consignación presentados con el escrito de excepciones. 

Consideró entonces el juez de primera instancia, que no se requería del 

agotamiento de las demás etapas del proceso y anunció que proferiría 

sentencia anticipada. Archivo 16. Cuaderno Primera Instancia.  

 

El 18 de febrero de 2022, luego de hacer un recuento respecto de la 

actuación surtida, el JUZGADO SÉPTIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN, declaró probada la excepción de pago parcial, en 

consecuencia, ordenó seguir adelante con la ejecución en favor de Boris 

de Jesús Henao Molina y en contra de Walter Adolfo Henao Molina, por 

la suma de $53.515.977,40, por concepto de capital, más sus intereses 

moratorios a la tasa máxima establecida por la Superfinanciera, causados 

desde el 21 de octubre de 2020, hasta el pago de la obligación; al igual que 

por la suma de $1.538.584,35, correspondiente a intereses de plazo 

liquidados desde el uno de febrero de 2018 hasta el 20 de octubre de 2020. 

Así mismo, dispuso el avalúo y remate de los bienes embargados y 

secuestrados o los que con posterioridad se afecten con medidas 

cautelares; sin imponer condena en costas.  
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Para proferir tal decisión, adujo el juez de primera instancia que se habían 

evidenciado unos pagos por valor de $647.961.331 y otro por valor de 

$100.000.000, y que ellos, iban direccionados a las obligaciones 

respaldadas con los dos pagarés que se acompañaron a la demanda y que 

no fueron desconocidos por la parte demandada. Así mismo, que William 

Adolfo Henao Molina, se había obligado para con el demandante Boris 

Henao Molina, en las sumas de $400.000.000 contenida en el pagaré N°1 

que se cobra con la presente ejecución, y además, se había demostrado que 

se había obligado en la suma de $100.000.000, pagaré sin número que 

también se aportó a esta demanda; y que esta última obligación se pagó 

conforme la liquidación del crédito que indicó la parte demandante en el 

hecho décimo cuarto de la demanda (Fol. 3, numeral 06 digital), por valor 

de $219.236.856,67, con la imputación de intereses y capital efectuados 

con el endoso de las acciones avaluadas en $647.961.331. 

 

Expuso que del gran abono por valor de $747.961.331 que el demandado 

efectuó a las dos obligaciones que sumaban $500.000.000, debido al 

endoso de acciones, se restan la suma de $219.236.856,67 con la que se 

dio por finalizada la obligación soportada en el pagaré sin número, y el 

monto que queda, que es de $428.724.474,33, debe ser imputado a la 

obligación contenida en el pagaré N° 1, que aquí se ejecuta y que fue 

pagado desde el 11 de agosto de 2020 al demandante.  

 

 

1.5. RECURSO DE APELACIÓN. 

 

 

Descontentos con la anterior decisión, ambas partes interpusieron recurso 

de apelación, en los siguientes términos: 
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PARTE DEMANDANTE:  

 

Manifestó que el pagaré número 1  por valor de cuatrocientos millones de 

pesos, contiene en su numeral quinto la cláusula aceleratoria, en donde se 

estipuló el cobro del crédito de manera acelerada en caso de mora o el no 

pago de tres cuotas mensuales consecutivas de interés de plazo por parte 

del deudor, lo que da lugar al cobro de intereses moratorios a la tasa 

máxima de usura desde el 7 de mayo de 2019 hasta la fecha, pues nótese 

que el ejecutado dejó de pagar para esa fecha más de tres meses 

consecutivos.  

 

En ese sentido, dijo que se equivocaba el juzgado, al igual que respecto de 

la imputación de pagos en la liquidación del crédito que elaboró para 

determinar el capital debido.  

 

Como segundo disenso, advirtió que el Juzgado de primera instancia 

efectuó una interpretación incorrecta del artículo 430 del C. General del 

Proceso, por cuanto dicha normativa si bien hace referencia a la 

imposibilidad de modificar en la sentencia el mandamiento de pago en 

aspectos relacionados con asuntos meramente formales del título valor, en 

tratándose de la fecha en la que el ejecutado incurrió en mora, se pudo 

corregir, pues no se trata de un aspecto formal. 

 

Por esta razón, considera que la sentencia de primer grado de revocarse 

parcialmente, corrigiéndola en lo pertinente.  

 

De manera subsidiaria, solicita el reconocimiento de intereses de plazo 

desde el 18 de febrero de 2018 hasta el 20 de octubre de 2020, ya que en 
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la providencia que ordenó seguir adelante con la ejecución no los 

reconoció u ordenó su liquidación.  

 

Con todo, deprecó el reconocimiento de intereses de mora desde el siete 

de mayo de 2019, hasta que se verifique el pago o subsidiariamente, que 

se adicione la providencia objeto de ataque, de manera que se reconozca 

los intereses de plazo ordenados en el mandamiento de pago desde el 18 

de febrero de 2018 hasta el 20 de octubre de 2020, e intereses moratorios 

a la máxima legal, desde el 21 de octubre de 2021, hasta la fecha en que 

se verifique el pago total de la obligación.  

 

PARTE DEMANDADA:  

 

Advierte tres errores en la sentencia de primer grado, los cuales desarrolla 

así.  

 

En primer lugar, aduce que cuando se restó la suma de $219.236.856,67, 

del valor previamente pagado por el hoy demandado, equivalente a la 

suma de $747.961.331, absurdamente les arroja la suma de 

$428.724.474,33, cuando la suma real que arroja dicha resta es por un 

valor de $528.724.474,33. En su sentir, el despacho con ello desconoció 

cien millones de pesos $100.00.000, en contra de sus intereses y a favor 

del demandante.  

 

En segundo lugar, afirma que el juzgado omitió tener en cuenta e imputar 

en la liquidación del crédito que realizó a mutuo propio, dos 

consignaciones efectuadas por el demandado a la cuenta o producto 

número 718364 de la entidad COLTEFINANCIERA. La primera 

consignación, del 12 de diciembre de 2018, mediante recibo número 
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1219052, por la suma de $14.000.000, y la segunda de fecha seis de 

febrero de 2019, mediante recibo número 1219409, por valor de 

$18.000.000.  

 

En tercer lugar, asegura que en la sentencia se dio por sentado que el 

demandado canceló un pagaré sin número por la suma de 

$219.236.856,67, con anterioridad a la presentación de la demanda, lo cual 

no debió ser admitido, porque ello no fue probado dentro del proceso y 

tampoco se habían aceptado los montos de dinero que al demandante le 

arrojó una liquidación de intereses de plazo y de mora. Además, en lo 

relacionado con los supuestos gastos de cobranza, ello no puede aceptarse 

como probado, toda vez que es producto del total arbitrio del demandante 

y su abogado; por tanto, debe rechazarse de plano y en consecuencia 

tenerse como abono a la obligación en favor del demandado Walter Henao 

Molina.  

 

Admitido el recurso de apelación y surtidos los traslados de rigor, se 

pronunciaron los apoderados de ambas partes, ratificando los argumentos 

advertidos en los escritos de apelación.  

 

 

2.0.   C O N S I D E R A C I O N E S. 

 

 

2.1.  ASPECTOS GENERALES 

 

 

Establece el art. 430 del Código General del Proceso como condición para 

librar mandamiento de pago, que la demanda además de reunir los 
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requisitos generales de los cánones 82 y siguientes ibídem, esté 

acompañada de documento que reúna las características del artículo 422 

precedente, esto es, que represente una obligación expresa, clara y 

exigible, que consten en documentos que provengan del deudor o de su 

causante y  que constituya plena prueba contra él o una sentencia proferida 

por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial 

que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, o de las providencias que en 

procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios 

de auxiliares de la justicia. 

 

Siguiéndose este orden de ideas, tiénese que la ejecución siempre debe 

estar soportada en un título idóneo y suficiente para impartir auto de 

apremio en contra del obligado. 

   

Doctrinariamente estos títulos se han  clasificado en dos clases a saber: 

títulos judiciales, como serían los provenientes de resoluciones judiciales 

que impongan la satisfacción de una obligación a cargo de una persona; y 

títulos contractuales o privados, que son aquellos que provienen, como su 

nombre lo indica, de actos o contratos derivados del deudor o de su 

causante, como por ejemplo, los instrumentos públicos, los documentos 

privados reconocidos, las confesiones del deudor cuando los hechos sobre 

que versa ésta son susceptibles de tal prueba, y los títulos valores. 

  

El título ejecutivo, como se explicó, para que pueda tener fuerza coactiva 

dentro de un proceso, debe reunir las exigencias previstas en el artículo 

422 del Código General del Proceso: 

 

“Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, 

claras y exigibles que consten en documentos que provengan del 

deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él...” 
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De allí se desprende que: 

  

• La obligación es "expresa" cuando está determinada de tal manera 

en el documento, que es manifiesta; bien que se redacte en un solo 

documento cuando se trata de un título simple, o bien en el evento 

de que provenga de varios, tratándose de un título complejo; 

vislumbrándose la ausencia de éste requisito cuando para 

desentrañar esa obligación se requiera de mecanismos axiológicos 

o de raciocinio que se traduciría en una apreciación subjetiva 

independiente de la expresividad del título. 

  

• Es "clara", cuando además de reunir la exigencia anterior, la 

obligación aparece determinada en el título con todos sus elementos 

integrantes, esto es, prestación, acreedor, deudor, objeto, término, 

condición o valor, de forma tal que de su lectura no quede duda  

tanto de la existencia, como de sus características; y por último,  

 

• Es "exigible" cuando encontrándose pendiente de un plazo que 

debía cumplirse, éste ya venció; o cuando existiendo una condición, 

la misma ha acaecido, o cuando simplemente ninguno de éstos fue 

estipulado. 

 

También con fundamento en éste artículo, los títulos ejecutivos pueden 

clasificarse por la naturaleza y procedencia del acto jurídico, en cuatro 

grupos fácilmente diferenciales, como son los títulos ejecutivos judiciales, 

los títulos ejecutivos contractuales, los títulos ejecutivos de origen 

administrativo y los títulos ejecutivos emanados de actos unilaterales del 

deudor. 
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Así mismo, de esta preceptiva, surgen los requisitos formales y de fondo 

para que exista un título ejecutivo. Son requisitos de forma: El que conste 

en documento, que éste provenga del deudor o de su causante y que sea 

plena prueba, o sea que goce de autenticidad, bien sea porque haya sido 

reconocido o porque esté amparado por una presunción. Son requisitos de 

fondo: Que la obligación sea clara; esto es que en el documento aparezcan 

debidamente individualizados el acreedor, el deudor y el objeto o 

prestación. Que la obligación sea expresa; o sea que esté determinada sin 

lugar a dudas en el documento. Y por último, que la obligación sea 

exigible, lo que significa que no debe estar sometida a plazo, condición o 

modo. 

 

Dentro del género de los títulos ejecutivos, encontramos la especie, que 

son los títulos valores, los cuáles gozan de presunción de autenticidad y 

deben reunir además de los requisitos atrás señalados, los específicos que 

exige el Código de Comercio. 

 

El estatuto mercantil los define en el artículo 619, así: 

 

“Los títulos valores son documentos necesarios para legitimar el 

derecho literal y autónomo que en ellos se incorpora. Pueden ser de 

contenido crediticio, corporativos o de participación, y de tradición 

o representativos de mercancías” 

 

A renglón seguido establece su carácter formal y consagra como requisitos 

comunes para todos los títulos valores: la mención del derecho que en 

título se incorpora, y la firma de quien lo crea. Arts. 620 y 621 Cód. Cio. 
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En el art. 619 del Código de Comercio, se recogió la definición 

VIVANTEANA del título valor, que se estructura sobre cuatro grandes 

principios rectores: incorporación, literalidad, autonomía y legitimación. 

Los principios rectores, miran las virtudes esenciales anejas a estos 

documentos que por eso se distinguen de los demás de carácter común, de 

simple deber civil o comercial. Además de estos principios rectores, 

existen unos requisitos formales, que miran a los requisitos legales, 

generales y particulares, según su clase, sin los cuáles el título valor no 

nacería a la vida jurídica. 

 

 

2.2.  DEL PAGARÉ.  

 

 

El pagaré como título valor que es, goza de los principios de 

incorporación, literalidad y autonomía: 

 

La incorporación está íntimamente ligada al documento escrito, con el 

cuerpo, con lo físico, con lo material, sin éste no se pueden hacer valer las 

obligaciones que a través de él fueron contraídas: 

 

“Los títulos valores son documentos necesarios para legitimar el 

ejercicio del derecho literal y autónomo que en ellos se incorpora” 

(Art. 619 Código de Comercio. Resaltado nuestro). 

 

La literalidad marca el límite de las obligaciones derivadas del documento: 

 

“El suscriptor de un título quedará obligado conforme al tenor 

literal del mismo, a menos que firme con salvedades compatibles 

con su esencia” (Art. 626 Código de Comercio. Negrillas fuera del 

texto original). 
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Mientras que la autonomía comporta el nacimiento de una obligación 

independiente, para quienes lo signen: 

 

“Todo suscriptor de un título valor se obligará autónomamente. Las 

circunstancias que invaliden la obligación de alguno o algunos de 

los signatarios, no afectarán las obligaciones de los demás”. (Art. 

627 ibídem). 

 

El documento, tratándose de título valor tiene eficacia probatoria ad 

solemnitaten porque sin él no existe el derecho. Así lo sostuvo la Sala 

Civil de la Corte Suprema de Justicia en sentencia de Octubre 23 de 1979, 

con ponencia del DR. GERMÁN GIRALDO ZULUAGA, no publicada 

en Gaceta Judicial: 

 

“El título valor, como lo ha reconocido la doctrina, no sólo es un 

documento de carácter constitutivo por cuanto de modo autónomo y 

originario da vida al derecho que se le incorpora, sino que también 

posee eficacia probatoria, ya que su instrumento y derecho se hallan 

indisolublemente unidos, éste sólo se puede acreditar con la 

exhibición de aquél; pero una cosa es la relativa a la demostración 

de la existencia del derecho cambiario, que se materializa por medio 

del documento, y otra muy distinta es la que se encamina a probar 

a quién pertenece el título, o mejor, quién es en realidad su 

propietario. Lo primero requiere, indefectiblemente, la materialidad 

del instrumento con el lleno de los requisitos señalados en el artículo 

621 del C. de Co. en armonía con ‘lo dispuesto para cada título valor 

en particular’; pues se trata de una prueba ad solemnitaten que no 

puede sustituirse por otro u otros medios” 

 

“Tanto es así que conforme al artículo 620 ibídem ‘los documentos 

y los actos a que se refiere este (título III, Libro III C. de C.), solo 

producirán los efectos en él previstos cuando contengan las 
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menciones y llenen los requisitos que la ley señale, salvo que ella los 

presuma’, y por su lado el artículo 624 ibíd., dispone que ‘el 

ejercicio del derecho consignado en un título valor requiere la 

exhibición del mismo… … …’”. (Derecho de los Títulos Valores. 

César Julio Valencia Copete y Luís Ramón Garcés Díaz. 

Universidad Externado de Colombia. Bogotá. 2003. Pág. 459). 

 

Cumplido este primer supuesto, el del documento o instrumento, el pagaré 

debe reunir otros dos requisitos comunes a los títulos valores: 

 

“1º) La mención del derecho que el título se incorpora, y 

“2º) La firma de quien lo crea” (Art. 621 Estatuto Comercial). 

 

La primer exigencia comporta el que se indique en el documento la cifra 

o suma de dinero por la cual se otorga, no basta con la designación del 

nombre del instrumento (pagaré), porque éste es apenas uno de los muchos 

títulos valores de contenido crediticio que requieren expresar la suma 

exacta por la cual se otorgan. 

 

Fuera de los anteriores que son requisitos genéricos, el legislador tipificó 

unos especiales en el Art. 709 del Estatuto Mercantil: 

 

“1º) La promesa incondicional de pagar una suma determinada de 

dinero; 

“2º) El nombre de la persona a quien deba hacerse el pago; 

“3º) La indicación de ser pagadero a la orden o al portador, y 

“4º) La forma de vencimiento” 

 

La promesa de pagar es lo que caracteriza al pagaré, se habla en primera 

persona: “pagaré”, quien suscribe el documento se compromete personal 

y directamente a pagar una suma líquida de dinero. No se da una orden a 
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una tercera persona como en la letra, se hace el compromiso de pagar a 

otro, la relación es bilateral. 

 

Esta promesa de pagar debe ser incondicional, pura y simple, si se somete 

a condición el título no existe, no produce efectos. Es el futuro del verbo 

pagar en primera persona el que, por su brevedad, aunque no sea 

sacramental, expresa la obligación del promitente. La promesa 

incondicional se da cuando se dice a quien le voy a pagar y cuanto, no es 

una orden sino una promesa. 

 

El beneficiario de la promesa de pagar debe estar clara y expresamente 

indicado en el documento, este nombre seguido de la expresión “a la 

orden”, es el que determina su ley de circulación, significa entonces que 

requiere del endoso y entrega para ser transmitido. 

 

La designación de la persona a la que se hará el pago, es la que cuestiona 

la existencia del pagaré al portador, pues es a ésta y no a cualquiera a la 

que debe descargarse el instrumento; sin embargo, como en el numeral 

siguiente se alude a la “indicación de ser pagadero a la orden o al portador, 

debemos concluir que luego del nombre del beneficiario debe consignarse 

una de estas dos opciones. 

 

Para que sea “a la orden”, se debe utilizar cualquiera de las expresiones 

señaladas en el Art. 651 del Código de Comercio, que indica su cláusula 

de negociabilidad: 

 

“Los títulos valores expedidos a favor de determinada persona, en 

los cuales se agregue la cláusula ‘a la orden’ o se exprese que son 

transferibles por endoso, o se diga que son negociables, o se indique 

su denominación específica de título valor, serán a la orden y se 
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transmitirán por endoso y entrega del título, sin perjuicio de lo 

dispuesto en el artículo 648” 

 

En cambio, los títulos “al portador”, según el Art. 668 del Código de 

Comercio son: 

 

“……los que no se expidan a favor de persona determinada, aunque 

no incluyan la cláusula ‘al portador’, y los que contengan dicha 

cláusula. 

 

“La simple exhibición del título legitimará al portador y su tradición 

se producirá por la sola entrega” 

 

Por último, debe estipularse la forma de vencimiento, esta puede ser a la 

vista; a un día cierto, sea determinado o no; con vencimientos ciertos y 

sucesivos; y, a un día cierto después de la fecha o de la vista. Art. 673 

ibídem. 

 

 

3.0.  C A S O  C O N C R E T O. 

 

 

En el sub examen, observando un orden lógico, el primer problema 

jurídico a resolver es determinar si conforme lo excepcionó el ejecutado, 

la obligación aquí perseguida ejecutivamente fue cancelada en su 

totalidad, antes de que se librara mandamiento de pago. Si la respuesta es 

afirmativa, se cesará la ejecución, sin necesidad de estudiar los 

argumentos de la parte actora. 

 

Si la respuesta al anterior interrogante es negativa, deberemos establecer 

cuánto es el saldo por el que ha de seguirse la ejecución, conforme a la 
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imputación de los pagos efectuados por el ejecutado y reconocidos por el 

demandante. 

 

Bajo esta premisa, debe comenzar la Sala por resaltar que el presente 

proceso ejecutivo tiene como base de recaudo la obligación contenida en 

el pagaré N° 1, suscrito por el demandado Walter Adolfo Henao Molina, 

mediante el cual se obligó desde el 20 de octubre de 2017, en la suma de 

$400.000.000, pagaderos el 20 de octubre de 2020 (Fols. 22 y 23 del 

numeral 3, C01 digital); y además donde se pactaron unos intereses de 

plazo al 1.25% mensual sobre dicho capital cobrado a partir del 20 de 

noviembre de 2017. 

 

Por esta razón, el juzgado de primer grado libró mandamiento de pago el 

dos de marzo de 2021, por la suma de $ $400.000.000, como capital, más 

los intereses moratorios causados a partir del 21 de octubre de 2020 (fecha 

de exigibilidad de la obligación), liquidados a la tasa máxima establecida 

por la Superfinanciera; así mismo, por los intereses de plazo sobre la 

anterior suma, causados entre el uno de febrero de 2018 (fecha anunciada 

en la pretensión cuarta) y el 20 de octubre de 2020 (fecha de vencimiento 

de la obligación), liquidados a la tasa del 1.25% mensual, siempre que la 

misma no sobrepase el interés bancario corriente; auto que fue notificado 

por estados a la parte demandante el tres de marzo de 2021.  

 

Al respecto, debemos significar que el mandamiento de pago es una orden 

que se le da al deudor de cumplir con la deuda y obligación contenida en 

el título ejecutivo anexado a la demanda; se notifica por estados al 

demandante, de manera que tenga conocimiento de la forma como se 

dispuso el pago por parte del deudor, pero además se debe notificar al 
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demandado personalmente para que este se pronuncie frente al mismo, si 

a bien lo tiene.  

 

Además de poder interponer recurso de reposición contra el mandamiento 

de pago dentro de los tres días hábiles siguientes a la notificación, 

alegando el incumplimiento de los requisitos formales, el demandado 

tiene la posibilidad de proponer excepciones de fondo, en los términos del 

artículo 442 del C. General del Proceso.  

 

Respecto de la primera herramienta de defensa señala el inciso 2° del 

artículo 430 del CGP: 

 

«Los requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse 

mediante recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo. 

No se admitirá ninguna controversia sobre los requisitos del título 

que no haya sido planteada por medio de dicho recurso. En 

consecuencia, los defectos formales del título ejecutivo no podrán 

reconocerse o declararse por el juez en la sentencia o en el auto que 

ordene seguir adelante la ejecución, según fuere el caso.» 

 

Quiere decir lo anterior que, luego de notificado el demandado sin que 

hubiese interpuesto reposición ante la falta de idoneidad del título, no se 

puede alegar por este ni puede ser declarado de oficio por el juez. Del 

mismo modo, no habiendo interpuesto recurso el demandante frente a la 

orden de pago, no puede el juez de oficio realizar modificación alguna, en 

tanto iría en contravía de los principios de firmeza de las actuaciones 

judiciales y la congruencia, pues hacerlo implicaría sorprender al 

ejecutado sobre un asunto del que no tuvo conocimiento.  
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Es que la revocatoria o modificación de los autos interlocutorios 

ejecutoriados, de oficio o a petición de parte, no está prevista en nuestra 

legislación como fórmula procesal válida para que los jueces procedan a 

reformar lo decidido en estas providencias, ya que, para que se den las 

modificaciones, se hace necesario que se hayan ejercido los diferentes 

medios de impugnación, lo que no sucedió en este asunto.   

 

Habiendo sido notificado el ejecutado del mandamiento pago emitido por 

el Juzgado de primera instancia, este enfila su estrategia de defensa 

puntualmente frente a esa decisión, por tanto, sería violatorio del debido 

proceso realizarle cambios repentinos en detrimento de sus intereses.   

 

Es que, en relación con el principio de la congruencia, plasmado en el 

artículo 280 del Código General del Proceso, solo podía el juez en la 

sentencia pronunciarse respecto de las pretensiones de la demanda y las 

excepciones, con la salvedad consignada en el inciso cuarto de la referida 

norma: 

 

“La sentencia deberá estar en consonancia con los hechos y las 

pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades 

que este Código contempla, y con las excepciones que aparezcan 

probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley” 

 

“………” 

 

“En la sentencia se tendrá en cuenta cualquier hecho modificativo 

o extintivo del derecho sustancial sobre el cual verse el litigio, 

ocurrido después de haberse propuesto la demanda, siempre que 

aparezca probado y que haya sido alegado por la parte interesada 

a más tardar en su alegato de conclusión  o que la ley permita 

considerarlo de oficio.” 
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En este estado de cosas, en el sub examen es un asunto pacífico entre las 

partes el hecho de que de las negociaciones realizadas por las partes, la 

parte ejecutada se obligó para con el demandante, a través de dos pagarés, 

uno de cien millones de pesos ($100.000.000) y otro por valor de 

cuatrocientos millones de pesos ($400.000.000), los cuales fueron 

aportados con el libelo demandatorio, aunque solo se está ejecutando el 

segundo, tal y como quedó anotado en párrafos anteriores. Y se hace 

necesario dejar ello claro dentro de este proveído, porque el demandado 

Walter Adolfo Henal Molina, fincó su excepción de pago total de la 

obligación, teniendo en cuenta los dos títulos valores aludidos, en tanto 

afirma que estos fueron cancelados con el valor de las 12.000 acciones que 

le transfirió de la sociedad “VALLAS Y AVISOS S.A.S.”, las cuales 

habían sido tomadas como respaldo del mutuo, a través del contrato de 

garantía mobiliaria firmado el 31 de octubre de 2017.   

 

De acuerdo a la prueba documental allegada al proceso, se tiene que el 11 

de agosto de 2020, el demandado endosó a favor del demandante 12.000 

acciones de la sociedad VALLAS Y AVISOS S.A., avaluadas en la suma 

de $647.961.331, cantidad dineraria ejecutada por el actor con base en la 

garantía mobiliaria que estaba soportando las obligaciones en los dos 

pagarés a que se han hecho referencia.  

 

Del mismo modo, se acreditaron una serie de pagos realizados por el 

demandado, por intermedio de 12 consignaciones bancarias, entre el 25 de 

enero de 2018 y 19 de julio de 2019, once de ellas en Coltefinanciera y 

una de Bancolombia, que en total suman $104.000.000; así: $5.000.000 el 

25 de enero de 2018 de Coltefinanciera, marzo 28 de 2018, $5.000.000 de 

Coltefinanciera, abril 3 de 2018, por $5.000.000 de Coltefinanciera, abril 
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6 de 2018, $5.000.000 de Coltefinanciera, mayo 28 de 2018, $5.000.000 

de Coltefinanciera, Junio 27 de 2018, $9.000.000 de Coltefinanciera, 

agosto 2 de 2018, $9.000.000 de Coltefinanciera, septiembre 11 de 2018 

por $5.000.000 de Coltefinanciera, noviembre 8 de 2018, $4.000.000 de 

Coltefinanciera, diciembre 12 de 2018, $14.000.000 de Coltefinanciera, 

Febrero 6 de 2019 por $18.000.000 de Coltefinanciera y julio 19 de 2019 

por valor de $20.000.000 de Bancolombia.  

 

Todos estos recibos fueron puestos en consideración de la parte 

demandante, al momento del traslado de las excepciones propuestas por 

el demandado, pero ningún reparo hizo respecto de cada uno de ellos. Se 

limitó a advertir que todos los pagos realizados por el ejecutado, habían 

sido imputados a intereses y luego a capital, tal y como lo establece el 

artículo 1653 del Código Civil.  

 

Si se verifica la demanda y el pronunciamiento frente a las excepciones 

del ejecutante, se evidencia que sus pretensiones las realiza con 

fundamento en una liquidación por este elaborada por decisión propia, 

teniendo en cuenta el abono realizado por el ejecutante al endosarle 12.000 

acciones de la empresa VALLAS Y AVISOS S.A. avaluadas en 

$647.961.331.  

 

En esa medida, para la Sala, el abono que fue reconocido por la parte 

actora en la demanda, lo fue teniendo como fundamento este valor, es 

decir, dentro de los $647.961.331, se encuentra la suma reportada como 

abono por la parte actora que asciende a $209.487.617,66, por tanto, así 

debe tenerse en cuenta la momento de realizarse la liquidación del crédito 

para no tenerlo doblemente abonado.  
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Así las cosas, teniendo en cuenta el total de lo abonado por valor de 

$747.961.331, menos $219.236.856,67, que la suma por la cual se dio por 

descargado el pagaré sin número por $100.000.000, pues nunca fue 

desconocido ello por el ejecutado al momento de proponer las 

excepciones, da como resultado $528.724.474,33, que será el valor a 

imputar al valor ordenado pagar en el auto de fecha dos de marzo de 2021.  

 

De acuerdo con lo dicho, puede concluirse que le asiste razón a la parte 

demandada, cuando advirtió la equivocación al momento de realizarse la 

operación matemática por parte del a quo. Igualmente yerra el juzgado de 

primer grado, al no tener en cuenta dos de los pagos realizados y de los 

que se aportó recibo por parte del ejecutado, la primera consignación, del 

12 de diciembre de 2018, mediante recibo número 1219052, por la suma 

de $14.000.000, y la segunda de fecha seis de febrero de 2019, mediante 

recibo número 1219409, por valor de $18.000.000.  

 

De otro lado, y en lo que no le asiste razón al demandado, es que se hubiere 

tenido en cuenta en la liquidación realizada por el juzgado los gastos de 

cobranza, toda vez que verificada la misma, en ninguna parte aparecen 

anotados. Lo que sí aparece liquidado son los intereses de plazo de la 

obligación objeto de cobro ejecutivo y que la parte demandante no advirtió 

que hubieran sido tenidos en cuenta.  

 

En tales condiciones, como las sumas advertidas como dejadas de tener en 

cuenta por parte del juzgado de primera instancia en la liquidación, 

superan con creces el valor por el cual se dispuso seguir adelante con la 

ejecución, se declarará probada la excepción de pago total de la 

obligación.  
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Conforme a los argumentos anteriormente expuestos, se revocará la 

sentencia de primera instancia, para en su lugar declarar probada la 

excepción de pago total de la obligación y ordenar cesar la ejecución 

contra el señor WALTER ADOLFO HENAO MOLINA. 

 

Se ordenará levantar las medidas cautelares practicadas dentro del 

proceso, para lo cual el Juzgado de origen, librará las comunicaciones 

necesarias. 

 

Se condenará al señor BORIS DE JESUS HENAO MOLINA, a pagar los 

perjuicios causados al demandado WALTER ADOLFO HENAO 

MOLINA, con las medidas cautelares practicadas sobre los bienes de su 

propiedad, de conformidad con lo prescrito en el artículo 443 numeral 

tercero y en el artículo 597, numeral cuarto del Código General del 

Proceso. 

 

Se condenará al señor BORIS DE JESUS HENAO MOLINA, a pagar las 

costas causadas en ambas instancias. Éstas serán liquidadas de manera 

concentrada por el juez de primera instancia. 

 

Por concepto de agencias en derecho por el trámite de la segunda 

instancia, la Magistrada Ponente, fija la suma de DOS MILLONES DE 

PESOS ($2.000.000). 

 

 

4.0.  D E C I S I Ó N. 

 

 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, en 
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Sala Tercera de Decisión Civil, administrando justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la Ley. 

 

 

F A L L A: 

 

 

PRIMERO: REVOCAR la sentencia anticipada proferida por el 

JUZGADO SÉPTIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, el 18 

de febrero de 2022, dentro del proceso EJECUTIVO SINGULAR 

instaurado por el señor BORIS DE JESÚS HENAO MOLINA, en contra 

de WALTER ADOLFO HENAO MOLINA, para en su lugar 

DECLARAR PROBADA LA EXCEPCIÓN DE PAGO TOTAL DE 

LA OBLIGACIÓN, y cesar la ejecución contra el señor WALTER 

ADOLFO HENAO MOLINA, de acuerdo con lo dicho en la parte motiva 

de este proveído.   

 

SEGUNDO: ORDENAR levantar las medidas cautelares practicadas 

respecto del patrimonio del señor WALTER ADOLFO HENAO 

MOLINA, para lo cual el Juzgado de origen, librará las comunicaciones 

necesarias. 

 

TERCERO: CONDENAR al señor BORIS DE JESUS HENAO 

MOLINA, a pagar los perjuicios causados al demandado WALTER 

ADOLFO HENAO MOLINA, con las medidas cautelares practicadas 

sobre los bienes de su propiedad, de conformidad con lo prescrito en el 

artículo 443 numeral tercero y en el artículo 597, numeral cuarto del 

Código General del Proceso. 
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CUARTO:  CONDENAR en costas a la parte ejecutante en favor del 

ejecutado, en ambas instancias. Para efectos de su liquidación, se fija 

como agencias en derecho en esta instancia la suma de DOS MILLONES 

DE PESOS ($2.000.000). 

 

QUINTO:  Ejecutoriada la presente decisión devuélvase el expediente 

digital a su lugar de origen. 

 

NOTIFÍQUESE Y  CÚMPLASE 

 

  

Los Magistrados, 

 

 

GLORIA PATRICIA MONTOYA ARBELÁEZ 

 

 

 

MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO 

Con aclaración de voto  

 

 

 

JOSÉ GILDARDO RAMÍREZ GIRALDO 

Ausencia justificada 
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